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1 La Audiencia Provincial de Madrid ha planteado al Tribunal de Justicia una
petición de decisión prejudicial en un asunto que versa sobre la interpretación de
la Directiva 93/13/CEE, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados
con consumidores 1 (en lo sucesivo, «Directiva»).

2 El órgano jurisdiccional remitente pide que se dilucide si la protección de los
consumidores que garantiza la Directiva puede implicar que el tribunal que
conoce de un recurso de anulación contra un laudo arbitral aprecie la nulidad del
convenio arbitral, y anule el laudo por estimar que dicho convenio arbitral
contiene una cláusula abusiva. El consumidor no invocó el carácter abusivo de la
cláusula en el marco del procedimiento arbitral.

3 En primer lugar, Finlandia expondrá la legislación comunitaria pertinente en el
caso de autos y los elementos esenciales del procedimiento seguido ante el órgano
jurisdiccional nacional, así como algunas observaciones relativas a las condiciones
del procedimiento arbitral. Por último, Finlandia desarrollará su análisis jurídico
del asunto.

Contexto del asunto

Legislación comunitaria pertinente en el caso de autos

4 El objetivo de la Directiva es suprimir las cláusulas abusivas de los contratos
celebrados por los consumidores con vistas a facilitar el establecimiento del

' Lengua de procedimiento: español.

1 - Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los
contratos celebrados con consumidores (DO L 95, de 21.4.1993, pp. 29 a 38).
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mercado interior y a proteger al consumidor. El objetivo se plasma de un modo
más preciso en los considerandos sexto y séptimo de la Directiva:

Considerando que para facilitar el establecimiento de un mercado único y para
proteger al ciudadano en su papel de consumidor al adquirir bienes y servicios
mediante contratos que se rigen por leyes de Estados miembros distintos del suyo
es indispensable eliminar las cláusulas abusivas de esos contratos;

Considerando que los vendedores de bienes y prestadores de servicios se verán
así ayudados en sus actividades de venta de bienes y prestación de servicios, tanto
dentro de su país como en todo el mercado interior; y que de este modo se verá
estimulada la competencia, contribuyendo así a una mayor opción de los
ciudadanos de la Comunidad como consumidores.

[Or. 3]

5 La Directiva se aplica únicamente a los contratos celebrados entre un profesional
y un consumidor y a las cláusulas contractuales que no han sido objeto de
negociación individual.

6 Según el considerando vigésimo primero de la Directiva, los Estados miembros
deben adoptar las medidas necesarias para evitar que se estipulen cláusulas
abusivas en los contratos celebrados con consumidores por un profesional.

7 Según el considerando vigésimo cuarto de la Directiva, los órganos judiciales y
autoridades administrativas de los Estados miembros deben contar con medios
apropiados y eficaces para poner fin al uso de cláusulas abusivas en los contratos
celebrados con consumidores.

8 Las cláusulas abusivas se definen en el artículo 3 de la Directiva.

Artículo 3

1. Las cláusulas contractuales que no se hayan negociado individualmente se
considerarán abusivas si, pese a las exigencias de la buena fe, causan en
detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y
obligaciones de las partes que se derivan del contrato.

2. Se considerará que una cláusula no se ha negociado individualmente
cuando haya sido redactada previamente y el consumidor no haya podido influir
sobre su contenido, en particular en el caso de los contratos de adhesión. [...]

3. El Anexo de la presente Directiva contiene una lista indicativa y no
exhaustiva de cláusulas que pueden ser declaradas abusivas.

9 En virtud de la letra q) del anexo al que se refiere el artículo 3, apartado 3, de la
Directiva, podrán declararse abusivas las cláusulas contractuales que tengan por



objeto o por efecto suprimir u obstaculizar el ejercicio de acciones judiciales o de
recursos por parte del consumidor.

10 A tenor del artículo 6 de la Directiva, los Estados miembros establecerán que no
vincularán al consumidor, en las condiciones estipuladas por sus Derechos
nacionales, las cláusulas abusivas que figuren en un contrato celebrado entre éste
y un profesional.

11 En virtud del artículo 7, los Estados miembros velarán por que existan medios
adecuados y eficaces para que cese el uso de cláusulas abusivas en los contratos
celebrados entre profesionales y consumidores.

[Or. 4]

Asunto pendiente ante el órgano jurisdiccional nacional

12 En el asunto pendiente ante el órgano jurisdiccional nacional, se trata de una
cláusula de arbitraje especial incluida en un contrato celebrado por un
consumidor, en virtud de la cual se dispone que, en caso de controversias
derivadas de dicho contrato, se designará como arbitro la Asociación Europea de
Arbitraje de Derecho y Equidad (ABADE).

13 En el asunto principal, se trata de una controversia contractual en relación con la
cual se informó a la consumidora de que disponía de un plazo de diez días para
comunicar su negativa a participar en el arbitraje. Se le indicó que, si no
manifestaba tal negativa, se iniciaría el procedimiento arbitral. Se le concedió
asimismo un plazo de diez días para que formulara las alegaciones y propusiera
las pruebas que estimara convenientes. El laudo arbitral dictado en el asunto
decidió que la consumidora debía pagar una indemnización por daños y perjuicios,
así como las costas del procedimiento arbitral.

14 La consumidora interpuso ante el órgano jurisdiccional remitente un recurso de
anulación contra el laudo arbitral, invocando la nulidad de la cláusula de arbitraje.

15 En virtud de la Ley española de arbitraje, el laudo arbitral podrá anularse cuando
la cláusula de arbitraje sea nula. Resulta evidente, sin embargo, que uno de los
requisitos para la anulación es que el motivo basado en la nulidad de la cláusula
de arbitraje sea invocado en el momento en que las partes presenten sus
respectivas pretensiones iniciales. Del auto de remisión se desprende que, en
virtud de la legislación nacional, las cláusulas abusivas son nulas de pleno
derecho.

16 El órgano jurisdiccional remitente considera evidente que es abusiva la cláusula
del contrato celebrado por un consumidor sobre la que versa el caso de autos y
que, por consiguiente, el convenio arbitral es nulo.
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Sobre las cláusulas relativas al procedimiento arbitral

17 La existencia de una cláusula relativa a la utilización del procedimiento de
arbitraje significa que, como regla general, los litigios incluidos en el ámbito de
aplicación de dicha cláusula no podrán ser examinados por los tribunales
ordinarios.

[Or. 5]

18 El procedimiento arbitral se distingue del procedimiento seguido ante los
tribunales ordinarios ante todo porque, en general, tan sólo con carácter muy
restringido se admite recurso de apelación contra los laudos dictados en el marco
de un procedimiento arbitral. Por otra parte, los gastos ocasionados por un
procedimiento arbitral pueden ser bastante elevados, habida cuenta de que las
partes del litigio deben abonar asimismo a los arbitros sus correspondientes
honorarios.

19 Con frecuencia la parte contratante que se encuentra en la situación del
consumidor no está plenamente al corriente de la importancia jurídica y
económica de la cláusula relativa al procedimiento arbitral. Tan sólo en contadas
ocasiones tiene el consumidor un conocimiento detallado de los derechos que le
asisten en el marco de dicho procedimiento o del modo en que es preciso
ejercitarlos.

20 En el momento de la celebración del contrato, el consumidor generalmente no
tiene ninguna razón especial para concentrarse en el contenido y los efectos de la
cláusula relativa al procedimiento arbitral. Normalmente dicha cláusula tan sólo se
aplicará en el momento en que surja un litigio. Es fácil que la cláusula relativa al
procedimiento arbitral no suscite la suficiente atención por parte del consumidor.

21 Para el profesional, el procedimiento arbitral es una solución ventajosa, y ello por
varias razones. Se trata de un procedimiento flexible, cuya tramitación
frecuentemente puede realizarse en un período de tiempo bastante breve. Las
partes pueden influir en el procedimiento arbitral y en los restantes elementos de
la ordenación del mismo. Además, el carácter no público de la tramitación del
asunto puede constituir un factor importante para las empresas. Las empresas
tampoco tienen los mismos problemas que los consumidores cuando se trata de los
gastos de un procedimiento arbitral. Así pues, el procedimiento arbitral constituye
a menudo una buena solución a la hora de resolver las controversias entre las
empresas.

Valoración jurídica

22 En primer lugar, es preciso hacer constar que, a la vista del auto de remisión,
resulta claro que la cláusula relativa al procedimiento arbitral sobre la que versa el
caso de autos reúne las condiciones para la aplicación de la Directiva. La cláusula



forma parte de un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor, en el
sentido de la Directiva, y no ha sido objeto de negociación individual.

23 En el presente asunto, es preciso determinar, antes de nada, si la cláusula relativa
al procedimiento arbitral es abusiva en el sentido del artículo 3 de la Directiva.
Acto seguido, procederá determinar si un órgano jurisdiccional puede examinar de
oficio el carácter abusivo de una cláusula en el marco de un recurso de anulación
interpuesto contra un laudo arbitral.

[Or. 6]

Carácter abusivo de una cláusula contractual

24 Según la lista indicativa que figura en anexo a la Directiva, podrán considerarse
abusivas las cláusulas que supriman u obstaculicen el ejercicio de acciones
judiciales o de recursos por parte del consumidor.

25 Según Finlandia, está claro que la cláusula sobre la que versa el caso de autos
forma parte de la categoría de cláusulas abusivas en cuestión.

26 Teniendo en cuenta que la lista de cláusulas que deben considerarse abusivas que
contiene la Directiva es meramente indicativa, la cláusula debe asimismo
apreciarse a la luz del artículo 3.

27 A tenor del artículo 3 de la Directiva, las cláusulas contractuales deberán
considerarse abusivas si, pese a las exigencias de la buena fe, causan en
detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y
obligaciones de las partes que se derivan del contrato.

28 Tal como se ha descrito en el apartado 18 anterior, por una serie de razones puede
ocurrir que el procedimiento arbitral constituya para el consumidor una solución
menos ventajosa que la ventilación del asunto ante un tribunal ordinario.
Normalmente no resulta posible impugnar los laudos arbitrales y los gastos de
procedimiento pueden llegar a ser considerables.

29 Es frecuente que el consumidor no tome conciencia de las consecuencias y riesgos
efectivos de la utilización del procedimiento arbitral sino al término de un largo
período posterior a la celebración del contrato, con ocasión de un litigio o de la
mera iniciación del procedimiento arbitral. Según se ha indicado en los apartados
19 y 20, generalmente el consumidor no dispone - ni se puede esperar que
disponga - de conocimientos jurídicos que le permitan prever las consecuencias
de una cláusula relativa a un procedimiento arbitral.

30 En la sentencia dictada en los asuntos acumulados C-240/98 y C-244/98, Océano
Grupo Editorial, el Tribunal de Justicia declaró, en lo relativo a la situación del
consumidor, que «el sistema de protección establecido por la Directiva se basa en
la idea de que el consumidor se halla en situación de inferioridad respecto al
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profesional, en lo referido tanto a la capacidad de negociación como al nivel de
información, situación que le lleva a adherirse a las condiciones redactadas de
antemano por el profesional sin poder influir en el contenido de éstas». 2

31 Tal como se ha indicado más arriba en el apartado 21, el procedimiento arbitral
constituye con frecuencia una solución ventajosa para el profesional, habida
cuenta de que el procedimiento es flexible y de que las partes pueden influir en la
ordenación del mismo. El consumidor, en cambio, no dispone de los medios
necesarios para poder participar en pie de igualdad con el profesional en la
ordenación del procedimiento.

32 Es preciso observar que, en el asunto presente, se ha utilizado una técnica
contractual denominada negativa. Cuando se comunicó a la consumidora la
iniciación del procedimiento arbitral, se le concedió un plazo de diez días para que
comunicara su negativa a participar en el arbitraje. Como la consumidora no se
opuso expresamente dentro del plazo en cuestión, se consideró que aceptaba la
utilización del procedimiento arbitral.

33 A la vista de lo que antecede, Finlandia considera que está claro que la cláusula
relativa al procedimiento arbitral causa en detrimento del consumidor un
desequilibrio importante en la relación contractual y que, por consiguiente, es
abusiva. Según Finlandia, en todos los casos en que la cláusula relativa al
procedimiento arbitral implica una técnica contractual negativa, existe una
cláusula abusiva.

34 La posición de Finlandia se ve corroborada por el punto de vista más ampliamente
admitido en las Directivas relativas a la protección de los consumidores
comunitarios. El procedimiento al que un consumidor queda vinculado por
contrato si no se opone activamente al mismo dando una respuesta negativa, ha
quedado prohibido en virtud de la Directiva 97/7/CE,3 en materia de contratos a
distancia, así como por la Directiva 2002/65/CE, 4 relativa a la comercialización a
distancia de servicios financieras.

35 A la vista de lo que antecede, Finlandia estima que una cláusula relativa a la
utilización de un procedimiento arbitral como aquélla sobre la que versa el caso de
autos es, en principio, una cláusula abusiva a efectos del artículo 3 de la Directiva.
La utilización de una cláusula de este tipo en las relaciones con el consumidor tan

2- Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de junio de 2000, Océano Grupo Editorial
SA/Roció Murciano Quintero (asuntos acumulados C-240/98 y C-244-98, Rec. p. 1-4941),
apartado 25.

3 - Directiva 97/7/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 1997, relativa
a la protección de los consumidores en materia de contratos a distancia (DO L 14, de
4.6.1997, pp. 19 a 27).

4 - Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 2002,
relativa a la comercialización a distancia de servicios financieros destinados a los
consumidores, y por la que se modifican la Directiva 90/619/CEE del Consejo y las
Directivas 97/7/CE y 98/27/CE (DO L 271, de 9.10.2002, pp. 16 a 24).



sólo podrá [Or. 8] considerarse admisible en la medida en que éste dé su
consentimiento de manera expresa con posterioridad a que surja el litigio.

Posibilidad de que el órgano jurisdiccional nacional examine de oficio el carácter
abusivo de una cláusula

36 Procede determinar a continuación si, en el marco de un recurso de anulación
interpuesto contra un laudo arbitral, el órgano jurisdiccional nacional puede tener
en cuenta, en virtud de la Directiva, el carácter abusivo de la cláusula relativa al
procedimiento arbitral.

37 Del auto de remisión se desprende que, en virtud de la legislación española en
materia de procedimiento arbitral, los laudos arbitrales podrán anularse cuando la
cláusula relativa al procedimiento arbitral sea nula. Es preciso, sin embargo, que
las partes contratantes invoquen la nulidad de la cláusula de arbitraje en el marco
del procedimiento arbitral, en el momento de presentar sus alegaciones iniciales.

38 El Tribunal de Justicia se ha pronunciado sobre la posibilidad de que el órgano
jurisdiccional nacional examine de oficio el carácter equitativo de una cláusula
contractual en los asuntos Océano Grupo Editorial, asuntos acumulados C-240/98
a C-244/98,5 y Cofidis, C-473/00.6

39 En los asuntos acumulados Océano Grupo Editorial, el Tribunal de Justicia
declaró que la protección que la Directiva otorga implica que el juez nacional
pueda apreciar de oficio el carácter abusivo de una cláusula del contrato que le
haya sido sometido cuando examine la admisibilidad de una demanda presentada
ante los órganos jurisdiccionales nacionales. 7

40 En el asunto Cofidis, por su parte, el Tribunal de Justicia consideró que la
Directiva se opone a una disposición nacional que prohibe al juez nacional, al
expirar un plazo de preclusión, declarar, de oficio o a raíz de una excepción
propuesta por el consumidor, el carácter abusivo de una cláusula contractual.8

41 Finlandia estima que la situación sobre la que versa el caso de autos es muy
semejante a la planteada en el asunto Cofidis. El caso de autos versa también
sobre una disposición nacional [Or. 9] que restringe la posibilidad de que el
órgano jurisdiccional nacional examine de oficio el carácter abusivo de una
cláusula de un contrato celebrado por un consumidor.

Sentencia del Tribunal de Justicia de 27 de junio de 2000, Océano Grupo Editorial
SA/Roció Murciano Quintero (asuntos acumulados C-240/98 a C-244/98, Rec. p. 1-4941).
Sentencia del Tribunal de Justicia de 21 de noviembre de 2002, Cofidis SA/Jean-Louis
Fredout (C-473/00, Rec. p. 1-10875).
Sentencia Océano Grupo Editorial (asuntos acumulados C-240/98 a C-244/98),
apartado 29.
Sentencia Cofidis (C-473/00), apartado 38.
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42 En las sentencias dictadas en los dos asuntos antes citados, el Tribunal de Justicia
declaró que:

«la facultad del juez para examinar de oficio el carácter abusivo de una cláusula
constituye un medio idóneo tanto para alcanzar el resultado señalado por el
artículo 6 de la Directiva, a saber, impedir que el consumidor individual quede
vinculado por una cláusula abusiva, como para ayudar a que se logre el objetivo
contemplado en su artículo 7, ya que dicho examen puede ejercer un efecto
disuasorio que contribuya aponer fin a la utilización de cláusulas abusivas en los
contratos celebrados por un profesional con los consumidores». 9

43 El Tribunal de Justicia declaró también que el objetivo perseguido por el artículo
6 de la Directiva no podría alcanzarse si se impusiera a los consumidores la
obligación de plantear por sí mismos el carácter abusivo de una cláusula. El
Tribunal de Justicia consideró que la facultad de examinar de oficio el carácter
abusivo de una cláusula era necesaria para garantizar la protección efectiva del
consumidor.10 A juicio del Tribunal de Justicia, existe un riesgo no desdeñable de
que éste ignore sus derechos o encuentre dificultades para ejercitarlos. n Según el
Tribunal de Justicia, «sólo podrá alcanzarse una protección efectiva del
consumidor si el Juez nacional está facultado para apreciar de oficio dicha
cláusula». n

44 Finlandia estima que los fundamentos de Derecho formulados en las sentencias
del Tribunal de Justicia resultan asimismo pertinentes en el caso de autos.

45 En el caso de autos, la legislación nacional que restringe la posibilidad de que el
órgano jurisdiccional nacional tenga en cuenta el carácter abusivo de una cláusula
merma notablemente la protección efectiva de los consumidores y obstaculiza la
consecución del objetivo del artículo 6 de la Directiva. Cabe observar que no sólo
el órgano jurisdiccional no puede tener en cuenta el carácter abusivo de la
cláusula, sino que manifiestamente tampoco pueden tenerlo en cuenta los arbitros,
y que los consumidores no pueden invocar la cláusula por propia iniciativa.

[Or. 10]

46 Finlandia se remite asimismo a la jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia,
en virtud de la cual, a falta de normativa comunitaria en un determinado sector,
corresponde al ordenamiento jurídico interno de cada Estado miembro regular las
modalidades procesales de los recursos destinados a garantizar la salvaguardia de
los derechos que el Derecho comunitario confiere a los justiciables. Estas

9- Sentencia Océano Grupo Editorial (asuntos acumulados C-240/98 a C-244/98), apartado
28, y sentencia Cofidis (C-473/00), apartado 32.

10 - Sentencia Océano Grupo Editorial (asuntos acumulados C-240/98 a C-244/98),
apartado 26.

11 - Sentencia Cofidis (C-473/00), apartado 33.
12 - Sentencia Océano Grupo Editorial (asuntos acumulados C-240/98 a C-244/98),

apartado 26.
8



modalidades no pueden articularse de tal manera que hagan prácticamente
imposible o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos conferidos por el
ordenamiento jurídico comunitario.13

47 A la vista de cuanto antecede, Finlandia considera que procede interpretar la
Directiva de la misma manera que en los asuntos Océano Grupo Editorial y
Cofidis. La protección de los consumidores que prevé la Directiva implica que el
órgano jurisdiccional nacional también pueda examinar de oficio el carácter
abusivo de una cláusula en las circunstancias del caso de autos.

Conclusión

Finlandia estima que el Tribunal de Justicia debería responder al órgano
jurisdiccional nacional en los términos siguientes:

La protección de los consumidores que garantiza la Directiva 93/13/CEE implica
que el órgano jurisdiccional nacional pueda examinar el carácter abusivo de una
cláusula relativa a un procedimiento arbitral aunque el consumidor de que se trate
tan sólo haya invocado el carácter abusivo de la cláusula en el marco del recurso
de anulación contra el laudo arbitral, pero no en el marco del procedimiento
arbitral.

(fórmulas de cortesía)

Por el Gobierno finlandés

Agente del Gobierno 14

(firmado) Tuula Pynná

ANEXOS: no se presentaron.

13 - Sentencia del Tribunal de Justicia de 14 de diciembre de 1995, Peterbroeck (C-312/93, Rec.
p. 1-4599), apartado 12.

14 - Tuula Pynná, directora encargada de los asuntos ante el Tribunal de Justicia de las CE,
interviene en calidad de agente del Gobierno finlandés, de conformidad con los artículos 48
y 88 del Reglamento de organización y funcionamiento del Ministerio de Asuntos
Exteriores (n° 286/2003, de 28 de marzo de 2003).




